












































































 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, veinte (20) de agosto de dos mil veinte (2020) 
 
 

Ref.: Proceso Rad: 54001-23-33-000-2017-00189-00 
Accionante:  Nicole Fernando Pertúz Bernal  
Demandado:  Nación – Procuraduría General de la Nación 
Acción:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede y teniendo en cuenta que el recurso 

de apelación presentado por la parte actora, fue interpuesto oportunamente y 

debidamente sustentado, en contra de la sentencia del 23 de julio de 2020 

proferida por esta Corporación, considera el Despacho pertinente concederlo 

en el efecto suspensivo para ante el H. Consejo de Estado, con fundamento a 

lo establecido en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011. 

En consecuencia se dispone: 

 

1.- Concédase, en el efecto suspensivo, para ante el H. Consejo de Estado el 

recurso de apelación, interpuesto por la apoderada de la parte actora en contra 

de la sentencia de fecha 23 de julio de 2020, proferida por esta Corporación. 

 

2.- Por secretaría remítase el expediente al H. Consejo de Estado para el 

trámite del recurso de apelación que se concede, previas las anotaciones 

secretariales de rigor. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

MAGISTRADO 



 

 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, veinte (20) de agosto de dos mil veinte (2020) 

Magistrado Ponente: EDGAR ENRIQUE BERNAL JÁUREGUI 

 

EXPEDIENTE: 54-001-23-33-000-2018-00332-00 

DEMANDANTE: ROSA MIRYAM GELVEZ DE GOMEZ Y OTROS 

DEMANDADO: 
LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL.  

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

 
 
Procede la Sala, en ejercicio de sus competencias legales, a resolver la aprobación 
o no aprobación del acuerdo conciliatorio celebrado entre las partes, en audiencia 
de conciliación realizada el pasado 14 de agosto de 2020, ante esta Corporación.  
 
 

1. ANTECEDENTES 
 

1.1. Demanda. Pretensiones 
 

La parte demandante solicita se DECLARE patrimonial y administrativamente 
responsable a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 
NACIONAL, para que respondan patrimonialmente por la indemnización de daños y 
perjuicios, materiales (daño emergente y lucro cesante), inmateriales (morales) por 
los daños causados de la acción u omisión del EJÉRCITO NACIONAL por la 
ocupación temporal de hecho y toma de posesión el 17 de agosto de 2006 y al 30 
de abril de 2017, de los predios rurales Los Corralitos y Las Mercedes, dedicados a 
la ganadería y en especial al lechero y carne (ceba), ubicados en el corregimiento 
de La Victoria del municipio de Sardinata del departamento Norte de Santander.  
 
Como consecuencia de la anterior declaración, depreca se CONDENE a las 
demandadas al reconocimiento y pago de los perjuicios en la modalidad de daño 
emergente y lucro cesante $1.649´843.426.21 (mil seiscientos cuarenta y nueve 
millones ochocientos cuarenta y tres mil cuatrocientos veintiséis pesos con veintiún 
centavos) y daños  morales en cuantía de 25 SMMLV para HEIDY ANDREA 
GOMEZ GELVEZ, MARLENE GOMEZ GELVEZ, MARIELA GOMEZ GELVEZ, 
MYRIAM BELEN GOMEZ GELVEZ, CARMEN MILENA GOMEZ GELVEZ, 
AMANDA MARCELA GOMEZ GELVEZ y FABIO GOMEZ GELVEZ y de 50 SMLMV 
para la señora ROSA MIRYAM GELVEZ DE GOMEZ. 
 

1.2. Actuación procesal 
 
Mediante sentencia que data del 7 de noviembre de 2019, esta Corporación 
accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, en el sentido de declarar la 
responsabilidad patrimonial de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - 
EJÉRCITO NACIONAL, por la ocupación parcial y temporal de los predios de 
propiedad de la señora ROSA MIRYAM GELVEZ DE GOMEZ, ubicados en el 
Municipio de Sardinata, Departamento Norte de Santander, ocurrida entre los 
meses de agosto de 2006 a abril de 2017 y condenar a la consecuente reparación 
de perjuicios en los términos allí detallados, y negar las demás pretensiones de la 
demanda. 
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Frente a dicha sentencia, la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO 
NACIONAL, a través de su apoderada, interpuso recurso de apelación. 
 

1.3. Acuerdo Conciliatorio  
 
El pasado 14 de agosto del año en curso (ver PDF 027. ACTA AUDIENCIA DE 
CONCILIACION ART 192 CPACA 2018-00332), ante el Despacho se tramitó la 
audiencia de conciliación de qué trata el inciso 4 del artículo 192 de la Ley 1437 de 
2011 –CPACA-, dentro de la cual la apoderada de la parte demandada, NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, presenta la propuesta 
adoptada en Sesión de Comité de Conciliación y Defensa Judicial de fecha 03 de 
Abril de 2020, al apoderado de la parte demandante, la cual consiste en “El 80% 
del valor de la condena proferida por el Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander mediante sentencia del 07 de noviembre de 2019. Nota: Se solicita al 
apoderado de la parte demandante la renuncia a las costas y agencias en derecho 
del proceso. El pago de la presente conciliación se realizará de conformidad con lo 
estipulado en los artículos 192 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011. (De 
conformidad con la Circular Externa N° 10 del 13 de Noviembre de 2014, de la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado)”.  
 
Ante dicha fórmula de conciliación, el apoderado de la parte demandante expresa 
que conversó con sus poderdantes quienes manifestaron encontrarse de acuerdo, 
aceptan la propuesta y la forma de pago que se propone de la misma.  
 
Por su parte, el señor Procurador, quien se pronuncia en no evidenciar afectación a 
los intereses públicos y por tanto no tiene objeción al acuerdo que han llegado las 
partes. 
 
A su vez, el Honorable Magistrado Ponente indicó que habiendo ánimo 
conciliatorio, reitera la propuesta a las partes, quienes manifiestan su conformidad, 
señalándoles además que el acuerdo conciliatorio debe ser estudiado para su 
aprobación en Sala de decisión, que se decidirá en forma escrita.  

 
 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
 
La Ley 23 de 1991, artículo 59, modificado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, 
establece la posibilidad de que las personas jurídicas de  derecho público, a través 
de sus representantes  legales en forma prejudicial o judicial concilien los conflictos 
que se tramitan ante la jurisdicción contencioso administrativa, previo el 
cumplimiento de los siguientes supuestos establecidos en los artículos 61 y 65A de 
dicha Ley, modificados por los artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998: 

 
1. Que no haya operado la caducidad de la acción (entiéndase medio de 

control); 
2. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos 

disponibles por las partes; 
3. Que las entidades y los particulares que concilien estén debidamente 

representados y tengan  capacidad y facultad  para hacerlo; 
4. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la  

actuación. 
5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público. 
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En ese orden, corresponde a la Sala analizar la legalidad del acuerdo conciliatorio 
al que llegaron las partes en audiencia de conciliación realizada, con el fin de 
determinar si cumple con las exigencias que el juez debe tener en cuenta al 
momento de decidir sobre su aprobación o improbación. 
 
En el presente proceso se tiene que mediante sentencia de primera instancia, esta 
Corporación decidió, además de declarar la responsabilidad estatal, condenar a la 
entidad demandada en los siguientes términos: 
 
“(..) SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL a pagar: 

 
• A la señora ROSA MIRYAM GELVEZ DE GOMEZ, por concepto de 

perjuicios materiales, la suma de ciento veinte millones ciento noventa y 
cuatro mil novecientos doce pesos con setenta y tres centavos 
($120.194.912.73). 

• A la señora ROSA MIRYAM GELVEZ DE GOMEZ, por concepto de 
perjuicios morales, un monto equivalente a 50 SMMLV. 

• A los señores FABIO GÓMEZ GELVEZ, HEIDY ANDREA GOMEZ 
GELVEZ, MARLENE GOMEZ GELVEZ, MARIELA GOMEZ GELVEZ, 
MYRIAM BELEN GOMEZ GELVEZ, CARMEN MILENA GOMEZ 
GELVEZ y AMANDA MARCELA GOMEZ GELVEZ, por concepto de 
perjuicios morales, un monto equivalente a 25 SMMLV, para cada uno 
de ellos. 
 

TERCERO: Como medida de reparación integral y garantía de no 
repetición, ORDENAR remitir copia de esta sentencia a la Oficina de 
Género del Ejército Nacional y EXHORTARLA para que, en ejercicio de 
sus competencias, adopten los planes y programas necesarios al interior 
de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, 
de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia 
(…)”. 

 
Posteriormente, en la audiencia de conciliación judicial, las partes llegaron a un 
acuerdo consistente en que la parte demandada y condenada, pagaría el 80% del 
valor de la condena, sin condena en costas y agencias en derecho, y el pago se 
realizará de conformidad con lo estipulado en los artículos 192 y subsiguientes de la 
Ley 1437 de 201 –CPACA-. 
 
Ahora bien, revisado el expediente, la Sala constata lo siguiente en el sub exámine 
referente al cumplimiento de las exigencias legales para dar por aprobado el 
acuerdo al que llegaron las partes: 
 
a) El presente medio de control, fue promovido oportunamente dentro del término 

establecido en el numeral 2 literal d) del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 –
CPACA-. 

 
b) En relación al requisito de que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o 

derechos económicos disponibles por las partes (artículo 59 Ley 23 de 1991 y 70 
Ley 446 de 1998), éste se cumple, toda vez que la condena impuesta a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL en la sentencia 
de primera instancia, ordenó el reconocimiento y pago de unas sumas de dinero. 
Así mismo se observa que dispusieron de este derecho en el acuerdo 
conciliatorio, conforme al cual la parte actora acepta el pago del 80% del valor de 
la condena. 
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c) A su vez, resulta cumplido el requisito de que las partes estén debidamente 

representadas y que estos representantes tengan capacidad para conciliar, ya 
que la conciliación judicial fue realizada con la aquiescencia de sus apoderados; 
pues de un lado, quien obra en el proceso como apoderado de la parte 
demandante, se encuentra facultado para conciliar (Ver poderes en PDF 001. del 
expediente digital); y del otro, se tiene que quien actúa en el proceso como 
apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO 
NACIONAL, presenta el acta de Sesión de Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial de fecha 03 de Abril de 2020 contentiva de la propuesta conciliatoria (Ver 
PDF 026. del expediente digital). De ahí que quienes en uso del poder conferido 
concurrieron a celebrar la audiencia de conciliación judicial, dispusieron de 
derechos patrimoniales dentro del marco de la legalidad.   

 
d) Finalmente, es evidente que tampoco resulta lesivo el acuerdo logrado para la 

entidad demandada, en punto que la parte actora aceptó el pago del 80% de la 
condena, lo cual un monto inferior a lo ordenado en la sentencia judicial, lo que 
quiere decir que la entidad demandada no tendrá que afrontar el pago del 100% 
de dicha condena. 

 
En consecuencia, la Sala considera que la conciliación judicial aquí celebrada, 
reúne en su integridad los requisitos que disciplinan su validez, y por ende se 
aprobará, y de conformidad con el artículo 43 de la Ley 640 de 2001, como la 
presente conciliación recae sobre la totalidad del litigio, se impone declarar 
terminado el presente proceso. 
 
Esta providencia se profiere utilizando los medios virtuales tecnológicos, en 
implementación del uso de las Tecnologías de la Información y las comunicaciones 
(TICS), en virtud de lo dispuesto por el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 
20201, en concordancia con el Acuerdo PCSJA20-11581 del 27 de junio de 20202 
del CSJ. 
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, el Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander,  

R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: APRUÉBASE el acuerdo conciliatorio judicial celebrado entre la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL y la parte 
demandante, en audiencia de conciliación celebrada el 14 de agosto de 2020, ante 
esta Corporación, y que se circunscribe a que la entidad demandada pagará a la 
parte demandante el 80% del valor de la condena proferida por el Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander mediante sentencia del 7 de noviembre de 
2019, sin costas y agencias en derecho del proceso. El pago de la presente 
conciliación se realizará de conformidad con lo estipulado en los artículos 192 y 
subsiguientes de la Ley 1437 de 2011 –CPACA-. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, DÉSE por terminado el presente proceso, de 
conformidad con lo preceptuado en el artículo 43 de la Ley 640 del 2001. 
 
TERCERO: Una vez en firme la presente, EXPÍDANSE copias con destino a las 
partes, teniendo en cuenta las precisiones del artículo 114 del CGP. Las copias 

 
1 Gobierno Nacional, Ministerio de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la 

información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del 

servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020”. 



5 
Rad: 54-001-23-33-000-2018-00332-00                                                                                                                        

 

destinadas a la parte demandante serán entregadas al apoderado judicial que ha 
venido actuando. Finalmente, ARCHÍVESE el expediente, previas las anotaciones 
secretariales de rigor. 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE, 
(Esta providencia fue discutida y aprobada en Sala Virtual Oral de Decisión N° 2 del 20 de agosto de 2020) 

 
 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

Magistrado 

 

 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

Magistrado    

 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020) 

Magistrado Sustanciador: Dr. Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 

 
 

Radicado: 54-001-23-33-000-2020-00545-00 

Accionante: LUIS EDUARDO FERNÁNDEZ DOMINGUEZ 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA 

Medio de Control: CUMPLIMIENTO 
 

 

Ha ingresado al Despacho la demanda de la referencia para efectos de ser 

admitida y tramitada, no obstante, de los documentos digitalizados que 

acompañan la misma, se advierte que, con antelación, el presente asunto fue 

conocido por el Despacho 003 de la Corporación a cargo del Magistrado Dr. 

Carlos Mario Peña Díaz, dentro del radicado 54-001-23-33-000-2020-00478-00. 

 

En virtud de lo anterior, por conocimiento previo del asunto, criterio de 

adjudicación aplicable, se dispone remitir el expediente de la referencia al 

Despacho 003 a cargo del Magistrado Dr. Carlos Mario Peña Díaz, para lo de su 

cargo. 

 

 



 

 
 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020) 

Magistrado Sustanciador: EDGAR ENRIQUE BERNAL JÁUREGUI 
____________________________________________________________________ 

 

EXPEDIENTE: 54-001-23-33-000-2020-00536-00 

DEMANDANTE: JESÚS ENRIQUE ARIAS  

DEMANDADO: MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
Al efectuar el análisis para proveer la admisión de la demanda de la referencia, encuentra el 
Despacho que la misma no cumple con la totalidad de los requisitos señalados en los artículos 
162 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, así como en las demás normas concordantes, razón 
por la cual se INADMITIRÁ la misma y se ORDENARÁ SU CORRECCIÓN conforme a lo 
preceptuado en el artículo 170 ídem, en los aspectos que a continuación se enunciaran, según 
las siguientes,  

CONSIDERACIONES 
 
1. El artículo 162 numeral 2 de la Ley 1437 de 2011 –CPACA-, señala que la demanda 
deberá contener “Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias 
pretensiones se formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo 
Código para la acumulación de pretensiones.”  Así mismo, el artículo 165 ibídem, acerca de la 
acumulación de pretensiones establece: 
 
“ARTÍCULO 165. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. En la demanda se podrán acumular 
pretensiones de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del derecho, relativas a contratos y de 
reparación directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes requisitos: 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando se acumulen 
pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será competente para conocer de ellas el juez de 
la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión 
de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales pretensiones y la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa será competente para su conocimiento y resolución. 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y 
subsidiarias. 
3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas. 
4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento”. 

 
Según los hechos de la demanda, el demandante JESUS ENRIQUE ARIAS desde el 1 de julio 
de 2016 inició su desempeño en el cargo de Presidente de la Junta de acción comunal del 
barrio Claret- comuna 7, para el periodo comprendido del 1 de julio de 2016 al 30 de junio de 
2020. 
 
Revisado el acápite de pretensiones de la demanda, el Despacho advierte que la parte 
demandante depreca, además de la nulidad del auto parcial 16 del 23 de julio de 2019 
expedido por la Sub-secretaria de Participación y Gestión Comunitaria de la Alcaldía de San 
José de Cúcuta, mediante el cual resuelve acatar la decisión de los asambleístas de la Junta 
de Acción Comunal del barrio Claret, urbanización Juan Atalaya Cuarta Etapa, del Municipio 
de Cúcuta, sobre la revocatoria del mandato al presidente señor JESUS ENRIQUE ARIAS, a 
título de restablecimiento del derecho, se ordene a la demandada, actualizar y registrar en las 
bases de datos físicos y magnéticos del ente de vigilancia inspección y control de los 
organismos comunales el nombre del demandante como presidente de la Junta de acción 
comunal del barrio Claret- comuna 7, al igual que abrir proceso disciplinario en contra de los 
señores WILMAR CEPEDA y ISAID PABON TORRADO, Secretario y Sub-secretario de 
Despacho Participación y Gestión Comunitaria de la Alcaldía de San José de Cúcuta, y se 
ordene el cumplimiento de la sentencia en los plazos legalmente establecidos. (PDF 002. Del 
expediente digital). 
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Respecto a la pretensión de ordenar la apertura de un proceso disciplinario, conviene señalar 
que el artículo 2 de la Ley 734 de 2002 “Por la cual se expide el Código Disciplinario Único”1, 
establece que “Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de 
la Nación y de las Personerías Distritales y Municipales, corresponde a las oficinas de control 
disciplinario interno y a los funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y 
entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de 
sus dependencias”. 
 
Por otro lado, es de precisar que la decisión del juez al resolver una acción judicial, sobre si 
remite o no los respectivos procesos a las autoridades de control y/o a las autoridades 
disciplinarios y/o penales, a efectos de que se inicien las correspondientes investigaciones, es 
producto del ejercicio de la autonomía que como administrador de justicia le reconocen los 
artículos 228 y 230 de la Constitución Política. 
 
Por tanto, atendiendo lo anterior, se deberá corregir y/o excluir tal pretensión de 
restablecimiento del derecho. 
 
2.  El numeral 1 del artículo 161 del CPACA establece que cuando los asuntos sean 
conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de 
toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del 
derecho, reparación directa y controversias contractuales. 
 
A su vez, de conformidad con lo preceptuado en los artículos 35 de la Ley 640 de 2001 y 13 
de la Ley 1285 de 2009, cuando los asuntos sean conciliables siempre constituirá requisito de 
procedibilidad el adelantamiento del respectivo trámite de conciliación prejudicial. 
 
Entonces, atendiendo que las pretensiones de la demanda versan sobre la declaratoria de 
nulidad del auto parcial 16 del 23 de julio de 2019 expedido por la Sub-secretaria de 
Participación y Gestión Comunitaria de la Alcaldía de San José de Cúcuta, con el consecuente 
restablecimiento del derecho, es menester allegar la prueba correspondiente por medio del 
cual se acredite la realización del trámite de conciliación prejudicial, en cumplimiento del 
requisito de procedibilidad del medio de control impetrado, y en consecuencia, se ordena a la 
parte demandante allegar la correspondiente constancia, conforme lo dispone el artículo 2 de 
la Ley 640 de 2001 y el artículo 11 del Decreto 1716 del 2009. 
 
3. El artículo 6 del Decreto Legislativo 806 de 2020, acerca de la demanda señala lo 
siguiente: 
 

“Articulo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas las partes, 
sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba ser citado al 
proceso, so pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los 
cuales corresponderán a los enunciados y enumerados en la demanda. Las demandas se 
presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos sus anexos, a las direcciones de 
correo electrónico que el Consejo Superior de la Judicatura disponga para efectos del reparto, 
cuando haya lugar a este. De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias 
físicas, ni electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que ejerzan 
funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca 
el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 
simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los 
demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por 
el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda 
el envío físico de la misma con sus anexos. En caso de que el demandante haya remitido copia de 
la demanda con todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal 
se limitará al envío del auto admisorio al demandado.”. (Se resalta). 

 
Revisado el expediente digital, se echa de menos el cumplimiento del requisito en mención, 
esto es, de haberse acreditado la remisión por medio electrónico de copia de la demanda y de 
sus anexos a la parte demandada.  
 

 
1 Ley derogada, a partir del 1 de julio de 2021, por el artículo 265 de la Ley 1952 de 2019. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1952_2019_pr006.html#265
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Por tanto, deberá la parte demandante allegar la correspondiente constancia, conforme lo 
dispone el artículo 6 del Decreto Legislativo 806 de 2020, respecto a la acreditación del envío 
a través de medio electrónico de la demanda y sus anexos a la demandada. 
 
Finalmente, se ordena a la parte demandante que integre en un solo documento digital la 
demanda inicial y la corrección aquí ordenada. 
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, se 
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMÍTASE la demanda presentada por el señor JESUS ENRIQUE ARIAS, a 
través de apoderada, en contra del MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA, de conformidad 
con lo expuesto en la presente decisión. 
  
SEGUNDO: ORDÉNESE corregir los defectos advertidos, para lo cual se le concede un 
término de 10 días, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011 –
CPACA-, so pena de rechazo de la demanda. 
 

 


